LEGISLATURA  DEL  ESTADO

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

DICTAMEN DE INICIATIVAS PRESENTADAS POR LOS DIPUTADOS:  PORFIRIO CORTES SILVA  Y  ALONSO ULLOA VELEZ.

CON FECHAS:   8 DE JULIO DEL 2000, Y 24 DE MAYO DEL 2000.

DECRETO:    18502

CONSTITUCION   POLITICA

DEL  ESTADO  DE  JALISCO

CIUDADANOS  DIPUTADOS:


A las Comisiones conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Biblioteca, Archivo y Editorial a cargo de los suscritos, les fueron turnadas por acuerdo de la Asamblea para su estudio y dictamen, la iniciativa de decreto por la que se reforma el artículo 30 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, presentada por el Diputado Alonso Ulloa Velez y la iniciativa por la que se crea la Ley para la Divulgación de la Legislación del Estado de Jalisco, que reforma y adiciona las fracciones XXIII  y  XXIV del artículo 50 de la Constitución y que reforma y adiciona las fracciones III, XXXIII  y  XXXIV del artículo 30 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, todos del Estado de Jalisco, presentada el Diputado Porfirio Cortés Silva, las que se resuelven en el presente dictamen, de acuerdo a las siguientes:

Consideraciones

PRIMERA.- Que el Ciudadano Diputado Alonso Ulloa Velez en el uso de las facultades que le confiere los artículos 28, fracción I, 35 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 11 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo presentó una iniciativa de decreto que contiene un proyecto que propone reformar el artículo 30 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, presentado el 24 de mayo del 2000.

SEGUNDA.- Que el Diputado Porfirio Cortés Silva en el uso de las facultades que le confieren los artículos 28, fracción I, 35, fracción I, de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 11 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo presentó una iniciativa de ley por la que se crea la Ley para la Divulgación de la Legislación del Estado de Jalisco, que reforma y adiciona las fracciones XXIII y XXIV del artículo 50 de la Constitución Política y que reforma y adiciona las fracciones III, XXXIII y XXXIV del artículo 30 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, todos del Estado de Jalisco, el 8 de julio del 2000.

TERCERA.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 35, fracción I, de la Constitución Política Local, es facultad de este Congreso legislar en todas las ramas del orden interior del Estado y expedir leyes y ejecutar actos sobre materias que le son propias.
CUARTA.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 32, fracciones I y II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos, conocer de los  asuntos que se refieren a la Constitución Política del Estado y a sus leyes orgánicas.

QUINTA.- Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 46-A fracción II de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado, corresponde a la Comisión de Biblioteca, Archivo y Editorial conocer de los asuntos que se refieren a la necesidad y conveniencia de adquirir, para el incremento de la Biblioteca del Congreso, todas aquellas obras que representen interés histórico o técnico.

SEXTA.- Que los motivos expresados por el Diputado Alonso Ulloa Velez, son los siguientes: 

“De unos años a la fecha, el internet ha transformado al mundo. Hoy, las comunicaciones de computadoras no son ya un experimento militar o universitario, sino que están presentes en la vida cotidiana de prácticamente todas las naciones del mundo.

A través de internet se ofrece hoy información de todo tipo, se compran y se venden mercancías entre personas y empresas de distintos países, se difunden conocimientos, etc. El internet es sin duda un elemento importante en la controvertida pero irreversible globalización.
De la misma manera que las empresas de todo tipo, han incursionado en este medio y con ello han revolucionado su forma de relacionarse con sus clientes y sus proveedores, en distintas partes del mundo, los gobiernos están haciendo esfuerzos por utilizar este medio para estar cada vez más cerca de los ciudadanos y poder así brindarles servicios de manera eficiente.

Al mismo tiempo que en todo el mundo se está dando esta revolución no sólo tecnológica sino cultural, Jalisco, además de participar de este cambio, esta inmerso en un proceso de transformación política, que está revolucionando no solo la forma en que se gobierna, sino también las expectativas que los ciudadanos tienen de sus autoridades, y por lo tanto, la relación de la sociedad con el poder público.
Es necesario que esta nueva relación entre gobierno y sociedad se apoye en las nuevas tecnologías, pero que además la legislación se vaya adecuando a estas necesidades.
Considerando que el Gobierno del Estado de Jalisco, ha hecho en los últimos años una inversión importante para colocar a Jalisco a la vanguardia en tecnología informática en la administración pública y que cuenta con la tecnología necesaria para ofrecer información a través de internet, como de hecho ya lo hace con algunas áreas del gobierno, es tiempo de que la información contenida en el periódico oficial El Estado de Jalisco, se publique por ese medio.

Sin duda, la información de las normas que nos rigen a todos los jaliscienses deben estar publicadas por medios que permitan su difusión pronta, y dado que se cuenta ya con estos medios, es necesario que la utilización de esta tecnología en este tema sea por mandato de la ley”

SEPTIMA.- De los motivos expresados en la consideración inmediata anterior, se destaca que:

1.-
Los gobiernos, en distintas partes del mundo, están utilizando el Internet para estar cada vez más cerca de los ciudadanos y poder brindarles servicios de manera más eficiente.

2.-
Es necesario que la relación entre gobierno y sociedad se apoye en las nuevas tecnologías.

3.-
Es tiempo de que la información contenida en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco” se publique en Internet por mandato de ley.

OCTAVA.- Que los motivos expresados por el Diputado Porfirio Cortés Silva, son los siguientes:

“Todos entendemos que las reglas claras nos advierten de las bondades de su cumplimiento, o bien, de las consecuencias que se revierten contra nosotros si desoímos su precepto.

Por ello, la claridad de la norma es condición sin la cual su obligatoriedad se vuelve artificio que la mas de las veces afecta los intereses del gobernado.

Es decir, cuando la norma es confusa abre puertas a la discrecionalidad. Y el estado de derecho no sobrevive en condiciones de autoritarismo.

La forma en que el gobernado se relaciona con la comunidad, a partir de la norma jurídica, es determinante para el desarrollo de la misma colectividad. Si la norma es incomprensible u obscura, seguramente que desorienta y perjudica. Pero fenómeno análogo sucede con la norma que no se conoce. Debemos referirnos a la ley cuya vigencia se ignora; la norma clandestina. El precepto legal que se ejecuta, pero que nadie conoce. Esa ley es tan lesiva como la peor de las normas. 

Para que la norma sea clara y comprensible, primero debe ser conocida. La divulgación de las normas es -por simple principio de sentido común- elemento indefectible para que se perfeccione su obligatoriedad.

Alguien podría sostener el principio de que ley no conocida no cumplida. Y algo tendría de razón porque si bien es aceptada la regla general de que nadie está obligado a lo imposible, la cuestión nos empuja a reflexionar acerca de si es exigible el cumplimiento de una disposición positiva cuya existencia no es posible de ser conocida.
Desde la plataforma donde se mueven los juristas, abogados, letrados, hombres y mujeres de conocimiento; desde esta arena donde deliberamos diputados y asesores; desde esta distancia la respuesta técnica y precisa es la de que la ignorancia de la ley a nadie beneficia. Pero debemos ser cautelosos y apreciar dicha postura más como argumento para el cumplimiento de la ley y no justificación para seguir legislando en espacios recónditos en los que  -si no, nadie-  muy pocos tienen acceso.
Para no sembrar desentendidos ratifico el principio que da seguridad jurídica a todos los gobernados: la ignorancia de la ley a nadie beneficia; si, pero a dicha imperatividad debe corresponder la obligación del estado a divulgar tan copiosamente como sea posible, las leyes que se van incorporando a nuestro acervo jurídico.
El principio general de derecho aludido solo es artilugio que abona injusticia cuando no se complementa con la obligación firme rígida e impostergable del Estado de divulgar las leyes y decretos legislativos que, finalmente, regulan la vida de los ciudadanos en la comunidad.

Estamos en tiempo para revisar dictados clásicos de derecho que podrían ser enriquecidos para bien de las nuevas realidades sociales. Es preciso que el Derecho Positivo no lo sea solo por el cumplimiento de las formalidades ya conocidas: Iniciativa, discusión  y aprobación, por lo que corresponde al Poder Legislativo; y sanción, promulgación y publicación, por parte del Ejecutivo.

La publicación tuvo originalmente el sentido de divulgación, es decir, la difusión como elemento sine qua non de la ley.  Los viejos juristas reconocieron en la Publicación el acto de hacer posible el conocimiento de la Ley.

Desde el siglo 19 se publica el Periódico Oficial de Jalisco y fue  -y sigue siendo-  el medio para la publicación de las leyes del Estado.

En   su  origen,  el   Periódico  Oficial  fue  un   auténtico   medio  de   comunicación   entre  el  gobierno  y  la comunidad completa. Se editaba con suplementos culturales, sociales -evidentemente- oficiales. Hoy en día la publicación de las leyes en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” solamente cumple una formalidad para que la entrada en vigor de las normas sea cierto. Pero ya no responde a la necesidad de publicidad que las leyes requieren en esta sociedad tan compleja. Basta para sostener este aserto la circunstancia de que son menos los ejemplares del Periódico Oficial del Estado, que el número de abogados que debieran estar atentos a sus informes.
Los tiempos cambian. No debemos apartarnos de principios inconmovibles del Derecho, pero si debemos adecuarlos a las nuevas realidades. La publicación de las leyes y decretos legislativos en el Periódico Oficial del Estado, ya es insuficiente. El derecho de los gobernados a conocer sus leyes debe ser más fuerte que arrastrar añejas instituciones ya de suyo ineficientes.

Esta iniciativa sostiene el principio de que ley no conocida no cumplida, pero advierto que los cambios sociales deben ser graduales. Hoy por hoy es preciso que la publicación de las leyes en el Periódico Oficial del Estado, siga siendo el punto de arranque para la entrada en vigor de nuestras leyes, pero no me aparto del concepto de que el escenario ideal para que el estado de derecho sea, no puede ser sino aquel en que una vez cumplidas las formalidades ya conocidas la ley pase por un intenso proceso de divulgación.

Aprecio que muy significativo será para nuestra comunidad que se regrese al añejo concepto de publicación de las leyes. Es decir que, como etapa de transición, siga siendo la publicación de los productos legislativos en el Periódico Oficial del Estado, el punto de partida para su entrada en vigor, pero como acto gubernamental paralelo es preciso que se aprovechen los medios masivos de comunicación en la divulgación de las normas.
Saludo con mucha simpatía la intención legislativa del diputado Alonso Ulloa Velez cuando propone la publicación de las leyes de Jalisco en la Internet. Pero es insuficiente por su escasa cobertura popular. Las leyes que surjan de cada ejercicio legislativo deben  -por decirlo de alguna forma-  recorrer cada calle, barrio o ranchería de Jalisco, para que validamente  -ahora si-  podamos decir que la ignorancia de la ley a nadie beneficia”. 

NOVENA.- De los motivos expresados en la consideración inmediata anterior, se destaca que:

1.-
La obligatoriedad de la ley debe revestir el deber del Estado de divulgarla tan copiosamente como sea posible.

2.-
La falta de divulgación constituye una injusticia para quienes son sorprendidos por el incumplimiento de la ley desconocida.
3.-
La publicación en el Periódico Oficial cumple un requisito de formalidad para que pueda iniciar su vigencia; en cuanto a la divulgación, ésta resulta insuficiente.

4.-
Debe continuar la publicación en el Periódico Oficial del Estado y, como acto paralelo gubernamental, aprovechar los medios masivos de comunicación.

DECIMA.- Que por lo antes expuesto, los integrantes de estas Comisiones de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Biblioteca, Archivo y Editorial, sostenemos el siguiente criterio:

Ciertamente todos los grupos sociales que conformamos la población del orbe nos relacionamos entre sí a través de reglas, las cuales deben ser claras y conocidas. Su desconocimiento disminuye la integración de los individuos a su comunidad y genera la omisión del ejercicio de sus derechos, el incumplimiento de sus obligaciones y la trasgresión de los derechos de tercero, entre otras consecuencias negativas.

Requisito para la claridad, específicamente de las leyes escritas, es su propia redacción y ésta es producto de la sensibilidad reflexiva del legislador al captar las necesidades sociales y expresarlas en un lenguaje sencillo que permita la comprensión de la sociedad, que no admita confusiones o erróneas interpretaciones en el señalamiento de su objetivo y que evite lagunas o vacíos jurídicos.
La publicación es el acto por el cual la ley ya aprobada y sancionada se da a conocer a quienes deben cumplirla y ha sido elemento indefectible para su perfección y consecuente obligatoriedad.
Podemos establecer en la publicación dos consecuencias a partir del acto material de insertar en un instrumento público como es el Diario Oficial de la Federación, los Periódicos Oficiales o las Gacetas en los Estados, los textos de las leyes o decretos: el primero es el cumplimiento del requisito formal de validez para que se establezca el lapso a partir del cual iniciará su vigencia, finalizando el proceso legislativo; el segundo es la divulgación o propagación del contenido del texto publicado, durante un breve lapso denominado “vacatio legis”, para hacerlo del conocimiento general antes de que se exija su cumplimiento.

Como requisito formal y de validez para la perfección del acto legislativo reconocemos que la publicación cumple su cometido y no requiere por lo tanto adecuación alguna, por lo que coincidimos con el diputado ponente en que la publicación de las leyes o decretos se continúe realizando a través de los instrumentos de carácter público previamente establecidos. 

La divulgación o difusión de las leyes o decretos por el contrario, no cumple su objetivo no obstante llevarse a cabo la publicación mencionada. Consideramos que este defecto no es totalmente atribuible al medio por el cual se publica, al método, ni a la cantidad; también es ocasionada por la falta de interés de la comunidad, por la falta de civilidad propagada en el sentido de creer innecesario conocer los contenidos de las normas jurídicas; y por la deformación en la difusión o la desinformación llevada a cabo, con o sin intención, por personas que desconocen el contenido exacto de los ordenamientos.
Décima Primera.- Tal y como lo expone el diputado Alonso Ulloa, en la actualidad se utiliza, en distintas partes del mundo, la comunicación por computadoras y a través de la Internet. Estimamos que este medio efectivamente acorta distancias y proporciona una herramienta útil en la prestación de los servicios que debe brindar el Estado a sus gobernados, por lo que acertada resulta su propuesta para que la información contenida en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”  se publique en el sitio de Internet del Gobierno del Estado por mandato de ley.

Décima Segunda.- Propone el diputado Porfirio Cortés Silva  “reflexionar acerca de si es exigible el cumplimiento de una disposición positiva cuya existencia no es posible de ser conocida” debido a que, como argumenta “nadie está obligado a lo imposible”.

Efectivamente el derecho positivo debe ser conocido por toda la comunidad a quien va dirigido, tomando en cuenta su objetivo social que es precisamente su organización.
La ley ha sido definida como “una regla social obligatoria establecida con carácter permanente, sancionada por la fuerza”. Su calidad de acto de imperio deriva de sus características, es decir, de su legitimidad interna, por tratarse de una orden o mandato, por provenir de un poder soberano y pos su finalidad.

Asimismo, en el proceso para su formación existen diversas etapas, a saber: iniciativa, discusión, aprobación, sanción, publicación e iniciación de la vigencia. Dado que publicar la ley es condición “sine qua non” de la misma, tal y como lo señala el diputado ponente, no puede exigirse su cumplimiento, sino hasta que se conozcan los mandatos de la misma y hasta entonces puede iniciarse su vigencia. Por lo que, una vez cumplimentadas todas ellas, el mandato legal es exigible.

Atinadas resultan las apreciaciones del diputado Cortés Silva relativas a la posibilidad de “sostener el principio de que ley no conocida, no cumplida” y al principio general de derecho que reza “nadie está obligado a lo imposible” por lo que, siendo una realidad que el grueso de la población no se entera de las leyes que se expiden, ni conoce los contenidos de estas, ni de muchas otras ya en vigor, se estaría ante una situación injusta de facto y que es la imposición de normas jurídicas, de carácter coactivo, a un pueblo que no está informado, o lo está deficientemente de sus contenidos debido a que los métodos de divulgación de sus normas jurídicas son insuficiente. Argumento a su favor lo encontramos en el artículo 10 del Código Civil para el Distrito Federal en el que se establece “Contra la observancia de la ley no puede alegrarse desuso, costumbre o práctica en contrario”, en el que no se observa referencia alguna al “desconocimiento”.
Postura diferente plantea el Código Civil de nuestro Estado, que en su artículo 12 estipula que “Contra la observancia de la ley no puede alegarse ignorancia, desuso, costumbre o práctica en contrario”, ordenamiento fundado en el principio de legalidad que reza “Nadie está por encima de las leyes” y en contra de aquellos que alegan su incumplimiento por desconocimiento, en cuyo caso no prospera el alegato debido a que la publicación de la legislación efectivamente se realiza y con ello basta para establecer que se dieron a conocer no resultando por ello un acto imposible su difusión; por lo tanto, podemos determinar que no hay injusticia de jure.
Tenemos entonces por un lado el cumplimiento del principio de legalidad que nos obliga a todos los individuos a conducirnos conforme a la ley; y por el otro una importante deficiencia en la divulgación de las normas jurídicas, por lo que se valora conveniente la propuesta del diputado Porfirio Cortés Silva para crear un ordenamiento completo que regule la difusión de las normas jurídicas en todo el territorio del Estado a través de un programa permanente para la divulgación, de la suscripción de convenios con los municipios y empresas editoriales, de radio y televisión de la entidad y del establecimiento de módulos de divulgación en los municipios, sujetos a censo poblacional.
Consecuentemente resulta necesario abocarnos a la tarea de educar a nuestro pueblo en el conocimiento de las normas jurídicas que conforman nuestro derecho positivo, ampliar y crear los métodos y medios por los cuales se divulguen profusamente, al tiempo que se motive al ciudadano despertando su interés por conocerlas porque su vida está construida alrededor de ellas y sus derechos y privilegios como ciudadanos son protegidos por ellas, sus expectativas frente al Estado, a sus gobernantes y viceversa están contenidas en las mismas, su gobierno está basado en ellas y su ignorancia le impide integrarse y formar parte activa de su comunidad.

Décima Tercera.- Para lograr su objetivo propone el diputado Porfirio Cortés Silva adicionar al artículo 50 de la Constitución Política Local, que establece las facultades y obligaciones del Gobernador del Estado, el deber a cargo del titular del Ejecutivo de divulgar en todo el territorio de la entidad la legislación local. 
Constitución  Política  del  Estado

Artículo  50

Es de señalarse que la fracción I, de este mismo artículo ya le constriñe a “promulgar, ejecutar y hacer que se ejecuten las leyes”, de lo que se desprende que entre la promulgación y hacer que éstas se ejecuten, debe darse a conocer; sin embargo, al no hacerse la mención expresa de la publicación, estimamos que no resulta reiterativo establecer el deber de darles difusión con la precisión de que se haga en todo el territorio, dado a que la publicación del Periódico Oficial, no se distribuye por toda la entidad. Este nuevo mandamiento constitucional será el pilar del que surja entonces la ley reglamentaria que regule la difusión de las normas jurídicas en todo el territorio del Estado.

Décima Cuarta.- Las atribuciones específicas otorgadas al Poder Ejecutivo en el artículo 22 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo de la entidad, establecen, entre otras, en su fracción XVI  “(…) la difusión de las actividades del poder público (…)”, las que se encomiendan a las secretarías y dependencias, por lo que se encuentran conducentes las propuestas de los dos diputados autores de las iniciativas que se dictaminan en esta oportunidad para modificar este ordenamiento.

Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado

Artículo 30

Fracción  III

Esta fracción establece la obligación a cargo de la Secretaría General de Gobierno de  “Publicar las leyes y decretos que expida el Congreso del Estado y los reglamentos y decretos del Ejecutivo. (…); asimismo, establece la excepción de que  “(…)  Tratándose de las leyes, sin que sea condición de validez de las mismas, el Congreso dispondrá cuáles deberán de publicarse, además, en uno de los diarios de mayor circulación en el Estado”.

Encontramos adecuada la propuesta del diputado Alonso Ulloa Velez por la que adiciona el texto de esta fracción para establecer que la publicación se realice, tanto en el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco” como en el sitio del mismo en Internet, y para efectos de evitar confusiones en cuanto a si se trata de sitios distintos el del Gobierno del Estado de Jalisco en esta red de comunicación y el del Periódico Oficial, se hace la referencia únicamente al sitio del Periódico Oficial, igualmente que en la fracción V, de este mismo artículo como más adelante se señala. 

Asimismo, apropiada se estima la propuesta del diputado Porfirio Cortés Silva que elimina el caso de excepción para la publicación de cierta legislación en uno de los diarios locales, con el objetivo de que sean publicadas por este medio todas ellas; creemos que en aras de lograr su intención de que se “aprovechen los medios masivos de comunicación en la divulgación de las normas”, debe adicionarse que la publicación se lleve a cabo en el diario de mayor circulación de la entidad. 

Fracción  V

El diputado Alonso Ulloa Velez propone con acierto adicionar al texto de esta fracción que la Secretaría administre conjuntamente con el Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”, el sitio del mismo en Internet.

Fracción  XXXIV

Con la finalidad de establecer claramente la obligación a cargo de la Secretaría de divulgar la legislación en todo el territorio del Estado, propone el diputado Porfirio Cortés Silva adicionar el contenido de esta fracción, misma que nos parece innecesaria debido a que la fracción III tocada anteriormente se refiere específicamente a la publicación y como uno de sus objetivos es la divulgación, estimamos conveniente quede integrada a la aludida fracción III con las estipulaciones referidas al medio por el cual se realice, dado que la divulgación que se haga de la legislación local no es exclusiva de llevarse a cabo a través de la publicación, sino de otros medios de comunicación como lo son el radio, la televisión, la Internet, entre otros.

Décima Quinta.- Cristalizando su objetivo, propone el diputado Porfirio Cortés Silva la creación de una ley que tenga por objeto divulgar las normas jurídicas en el territorio del Estado, contenida en 31 artículos divididos en seis Títulos al tenor siguiente y mismos que se analizan a continuación

Ley para la divulgación de la legislación del Estado de Jalisco

· Título primero, disposiciones generales.

Artículo  1°

Acertadamente establece en este numeral su ascendencia constitucional y por lo mismo resulta necesario se apruebe la reforma a nuestro máximo ordenamiento local.

Artículo  2°

En este artículo se inserta la afirmación de tratarse de una ley cuyas disposiciones son de “orden público”, lo que nos conduce a determinar que, toda vez que las leyes de orden público son aquellas que establecen preceptos que en forma rígida fijan límites a la libertad de los sujetos en sus relaciones privadas, en razón de que el interés colectivo y la organización social exigen el impostergable cumplimiento y el respeto ineludible a esos principios que se consideran fundamentales para la existencia de cierta organización, de tratarse de un ordenamiento que reglamenta el derecho de los particulares a ser debidamente informados sobre las normas jurídicas promulgadas, en donde aparece el Estado en su función de autoridad ante  los particulares, tratándose de situaciones y actos que se encuentran íntimamente vinculados al cumplimiento de sus atribuciones, se está efectivamente ante la presencia de disposiciones de orden público. Lo que nos parece reiterativo es que se mencione además que son de observancia general y obligatoria, por lo que estimamos conveniente omitir estas enunciaciones. 

Artículo  3°

En este precepto se establece como objeto de la ley la divulgación de las normas, mismo que observamos impreciso, ya que no se requiere de una ley para ordenar la divulgación, resultando propicio aclarar que la finalidad es regular la forma de ejecutar esa divulgación.

· Título segundo, de las autoridades, competencias y atribuciones.
Artículo  4°
El señalamiento de las autoridades competentes para la aplicación de esta ley nos parece adecuado por cuanto al Titular del Ejecutivo, al Congreso del Estado y a los Ayuntamientos; en cuanto a las demás autoridades señaladas advertimos que se debe enunciar al titular de la Secretaría General de Gobierno por ser en quien se encuentran atribuidas las facultades y obligaciones y se desestima a la Dirección del Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco”

Artículo  5°

Consideramos que el término atribuciones abarca las facultades y las obligaciones, por lo que estimamos se omita el vocablo atribuciones y se cambie por el de facultades. En cuanto a la suscripción de convenios, los integrantes de estas comisiones dictaminadoras proponemos se adecue la redacción de la fracción II de este numeral, al artículo 14 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado que contempla la suscripción con el Ejecutivo Federal y las otras entidades federativas, dado que en el artículo marcado con el número 6 del proyecto que se analiza se establecen, entre las facultades de la Secretaría de Gobernación, proponer al Titular del Ejecutivo la celebración de convenios con las personas jurídicas señaladas.

Atribuciones  del  Congreso  del  Estado

Se observa que, no obstante estar considerado el Congreso del Estado como autoridad competente para la aplicación de esta ley, se omitieron sus facultades y obligaciones por lo que creemos pertinente se le asignen, debiendo ser las siguientes:

I.
Participar en el Programa permanente para la Divulgación de la Legislación del Estado.
II.
Coadyuvar al Poder Ejecutivo en la divulgación de las leyes a través de los medios masivos de comunicación.

III.
Publicar en el sitio de Internet del Congreso del Estado la legislación local y sus actualizaciones;  y

IV.
Todas las demás que le señalen las leyes y demás ordenamientos jurídicos aplicables.

Artículo  7°

Con relación a la propuesta para este artículo reiteramos nuestro criterio con respecto al contexto del vocablo atribución, estimando adecuado cambiarlo por el de facultades. Asimismo, cambiar el vocablo Jefe por el de titular de la fracción II. Asimismo se aclara que se recorren un número, los artículos del proyecto de ley en cuanto al presente dictamen para adicionar el contenido a las atribuciones del Congreso del Estado.

Artículo 8°

Estimamos propicio señalar que operativamente, en algunas administraciones pasadas, se ejercieron de manera separada la Dirección del Periódico Oficial del Estado y la Dirección de Publicaciones, ocurriendo en la actualidad una simbiosis de ambos cargos y advertimos adecuado continúe en esta misma forma.

Artículo 9°

Coincidimos con el diputado Cortés Silva en que se incluyan en este dispositivo las atribuciones al Director del Periódico Oficial  “El Estado de Jalisco” debido a ser indispensable sean consignadas en este ordenamiento para su conocimiento y el de la comunidad acerca de su participación en el funcionamiento y organización del Estado y por tratarse del servidor público responsable de la publicación y de la fidelidad de los textos, no obstante tener conocimiento que se presentó por el mismo diputado y en fecha reciente una iniciativa de decreto para crear la Ley del Periódico  Oficial. Hacemos el señalamiento  que se propone atribuirle la obligación de publicar y divulgar las leyes y decretos legislativos únicamente, debiéndose ampliar a los reglamentos y decretos provenientes del Ejecutivo.

Artículo 10 y 11

Con relación a estos ordenamientos nos parecen adecuados, por lo que no tenemos observaciones al respecto. 

· Título tercero, del programa permanente para la divulgación de la legislación del Estado.

Este programa plantea la forma, viable a nuestro juicio, a través de la cual surja la divulgación permanente y confiable del acervo jurídico, sujeto a términos y a estrategias de colaboración con los sectores público y privado. Una elogiable aportación es que considera a todos los medios de comunicación susceptibles de llevar a cabo la difusión requerida, evaluándose los resultados, lo que permitirá la valoración y demostración del cumplimiento de la ley.

Artículo  12, 14 y 15
Con relación a estos ordenamientos se advierten adecuados, por lo que no tenemos observaciones al respecto. 

Artículo  13.

Acerca de los contenidos del programa estatal para la divulgación de la legislación, se propone para la fracción II de este artículo  “las metas en tiempo”, lo que no expresa claramente a que se refiere, por lo que nos parece más adecuado referirse al tiempo estimado dentro del cual se deberán crear los módulos para ejecutar el programa.
· Título cuarto, de la publicación de leyes.

En sistema previsto para la publicación de la legislación reúne la utilización de diversos medios de comunicación, entrelazando la obligación del Estado a la de los ciudadanos de imponerse de su contenido; al mismo tiempo establece que el lapso denominado “vacatio legis” no se amplía, pues estatuye que la falta de publicidad no obstaculiza su entrada en vigor.

Artículo  18, 20, 23, 25, 26, 27, 28 y 30

Con relación a estos ordenamientos se advierten adecuados, por lo que no tenemos observaciones al respecto. 

Artículos 16, 17, 19, 21 y 22

Notamos que en la redacción de estos numerales se hace referencia de nueva cuenta a las leyes y decretos legislativos, por lo que se resuelve de la misma manera que anteriormente se expresó, es decir, cambiar por leyes, decretos y reglamentos que ampare también a los de orden administrativo y evite confusiones que bien pudieran acotar el universo de la legislación que se pretende divulgar.

· Título quinto, de los módulos de divulgación.
Esta propuesta plantea la creación de módulos para la divulgación de la legislación en espacios apropiados para su debido uso. Al preverse la posibilidad de instalarlos en bibliotecas y operados por los propios Ayuntamientos, reduce los costos de instalación y operación advirtiéndose viable el proyecto y con posibilidades de arrancar a corto plazo.
Artículos  23, 25, 26, 27 y 28
Con relación a estos ordenamientos se advierten adecuados, por lo que no tenemos observaciones al respecto.

Artículo 30

Atinada resulta la inclusión en este numeral de la protección jurídica de los particulares al establecer que la consulta del acervo jurídico no generará pago alguno. 
· Título sexto, de la aplicación de sanciones.
Prevé este título la aplicación de sanciones de acuerdo a lo estipulado en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado, así como del apercibimiento, la suspensión del cargo hasta por treinta días o la destitución del responsable, una vez agotado el procedimiento administrativo que corresponda. 
Décima Sexta.- En cuanto a los artículos transitorios, se desestima la propuesta para los mismos del diputado Alonso Ulloa Velez, en razón de presentar este dictamen una reforma constitucional, por lo que, una vez aprobada ésta, puedan entrar en vigor, tanto la reforma a la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, como la Ley para la Divulgación de la Legislación del Estado, habiendo por tanto transcurrido más de los sesenta días propuestos por el diputado Ulloa Velez. 
Que una vez analizadas estas iniciativas por los suscritos integrantes de las Comisiones conjuntas de Estudios Legislativos, Puntos Constitucionales y Reglamentos y de Biblioteca, Archivo y Editorial, sometemos a la elevada consideración de ustedes, ciudadanos diputados, el siguiente: DICTAMEN DE LEY QUE CREA LA LEY PARA LA DIVULGACION DE LA LEGISLACION DEL ESTADO DE JALISCO; QUE REFORMA LAS FRACCIONES XXII Y XXIII Y ADICIONA LA FRACCION XXIV DEL ARTICULO 50 DE LA CONSTITUCION  POLITICA Y QUE REFORMA LAS FRACCIONES III Y V DEL ARTICULO 30 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JECUTIVO, TODOS DEL ESTADO DE JALISCO.
PAGE  
16

